
ARTÍCULO 128. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Los Comités Territoriales de Atención
Integral a la Población Desplazada con el objeto de proteger a una comunidad de actos arbitrarios
contra su vida, integridad y bienes, declararán la inminencia de riesgo de desplazamiento o su
ocurrencia por causa de la violencia, cuando se presenten circunstancias que puedan originar o
hayan originado, el desplazamiento forzado en una zona determinada del territorio de su
jurisdicción, y procederán a identificar a los propietarios, poseedores, tenedores, ocupantes y
territorios de comunidades indígenas y negras ubicados en esta, para lo cual dentro de los 30 días
siguientes a la declaratoria, elaborarán un informe a la fecha de emisión del acto de declaratoria,
cuando esta es de inminencia de desplazamiento; o a la fecha en que ocurrieron los primeros
hechos que ocasionaron el desplazamiento, cuando esta es de ocurrencia, relacionando los
titulares amparados y la calidad jurídica que ostentan, con base en los datos existentes en las
Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, de Catastro, de Incoder, la Unidad Nacional de
Tierras Rurales y otras entidades. Para identificar las calidades de derechos sin formalizar y los
titulares de otros derechos, los Comités obtendrán y contrastarán información en las
comunidades respectivas.

El acto de declaratoria de inminencia o de desplazamiento, se remitirá a las oficinas de Registro
de Instrumentos Públicos correspondientes, solicitándole que se abstengan de inscribir actos de
enajenación o transferencia a cualquier título, de los bienes rurales correspondientes, mientras
esté vigente la declaratoria, salvo que los legítimos titulares de derechos expresen de manera
libre y espontánea la voluntad de transferir sus derechos, mientras se halle vigente la medida, y
para tal fin obtengan autorización del respectivo Comité. Respecto de población desplazada que
tenga la calidad de ocupante de un bien baldío, dicho acto también se remitirá a Incoder para que
dentro de los 30 días siguientes a su recibo adelante de forma preferente, los procedimientos de
titulación a que haya lugar y si a ello tuvieren derecho, de conformidad con las normas que
regulan la materia.

El informe así elaborado por los Comités, es prueba sumaria de las calidades de poseedor,
tenedor y ocupante, para aquellas personas incluidas en el mismo.

Cuando en las zonas objeto de declaratoria se encuentren asentadas comunidades étnicas, los
Comités Territoriales para Atención Integral a la Población Desplazada procederán a informar al
Ministerio del Interior y de Justicia - Dirección de Etnias, para que inicie o culmine de manera
preferente, los procedimientos especiales de constitución, saneamiento, ampliación,
reestructuración y deslinde de resguardos indígenas o procedimientos de titulación de propiedad
colectiva de negritudes según el caso y cuando a ello hubiere lugar.

ARTÍCULO 129. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Cuando los derechos ejercidos por los
desplazados no se encuentren inscritos en los folios de matrícula de los inmuebles respectivos,
las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos o el Comité Territorial para la Atención
Integral a la Población Desplazada competente, según el caso, ordenará que las medidas de
protección de que tratan los artículos anteriores, sean registradas.

ARTÍCULO 130. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Los desplazados que opten por el retorno
a sus lugares de origen y tengan la calidad de ocupantes de baldíos, podrán acumular el tiempo
de explotación efectiva con el de duración del desplazamiento, para cumplir con el requisito
mínimo de ocupación y explotación exigido en la ley para su titulación. Para este efecto, el
Incoder iniciará de manera preferente e inmediata, el trámite de titulación y ordenará abrir un



folio de matrícula inmobiliaria al respectivo predio con el Acto Administrativo que acepte la
solicitud de adjudicación del predio baldío en el cual se inscribirá su contenido.

La Resolución de que trata el inciso anterior ordenará suspender el proceso de titulación respecto
de ese baldío durante el tiempo que dure el procedimiento de titulación por la subsistencia del
desplazamiento forzado.

Si transcurrido dicho término el desplazado no retorna a reanudar el aprovechamiento del predio,
Incoder revocará la resolución de aceptación de la solicitud de adjudicación y ordenará el
levantamiento de la medida de protección a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos
correspondiente de oficio o a solicitud de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la
Cooperación Internacional, los comités territoriales de atención a la población desplazada, el
Ministerio Público o el interesado.

ARTÍCULO 131. <Ley declarada INEXEQUIBLE> En los procesos de retorno y reubicación,
se dará prioridad en la adjudicación de tierras a los desplazados por la violencia en los predios
rurales que hayan sido objeto de los procesos de extinción del dominio en instancia
administrativa judicial. Acción Social establecerá un programa que permita recibir predios
rurales de personas desplazadas, a cambio de la adjudicación de otros predios de similares
características en otras zonas del país. Sólo será sujeto de adjudicación de tierras aquella
población desplazada que no la tuviere, que sea minifundista o que opte por el proceso de
permutas.

ARTÍCULO 132. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Los desplazados propietarios o
poseedores de predios rurales, que hayan enajenado o transferido sus derechos en condiciones tan
desfavorables que hagan presumir que no hubo libertad jurídica en la celebración, podrán ejercer
las acciones de nulidad, lesión enorme, rescisión o posesorias; para lo cual, la prescripción de las
mismas empezará a correr cuando cese la condición de desplazamiento.

En todo caso, el recurso de revisión de que trata el artículo 379 del Código de Procedimiento
Civil, procederá en contra de la sentencia ejecutoriada que resuelva cualquiera de las acciones de
que trata el presente artículo, cuando lo allí resuelto afecte a una persona que tenga la condición
de desplazada.

CAPITULO III.

DE LOS BIENES RURALES OBJETO DE LA EXTINCIÓN JUDICIAL DEL DOMINIO.

ARTÍCULO 133. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Desde el momento en que queden a su
disposición los bienes rurales que en desarrollo de la acción de extinción judicial del dominio
regulada en la Ley 793 de 2002, sean incorporados a su inventario de manera definitiva, la
Dirección Nacional de Estupefacientes procederá a dar aviso inmediato a la Unidad Nacional de
Tierras Rurales para que emita su concepto sobre la caracterizada vocación a la producción
agropecuaria, forestal o pesquera de los inmuebles respectivos o de otra utilización productiva,
dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha del aviso.

La Unidad Nacional de Tierras destinará prioritariamente dichos bienes al Fondo Nacional de
Reparación de Víctimas creado en la Ley 975 de 2006 para efectos del Programa Nacional de
Reparación.



Los bienes que han sido objeto de extinción judicial de dominio, podrán ser objeto de canje o
permuta por bienes rurales, situados en zonas de reforma agraria o de conflictos en la tenencia de
tierras, que hayan sido ofertados voluntariamente por sus propietarios. Para el perfeccionamiento
de estas operaciones se procederá a los respectivos avalúos y concepto técnico, según lo
establecido en la presente ley.

PARÁGRAFO. Cuando la Comisión Nacional de Reconciliación y Reparación certifique que ha
cesado la necesidad de abastecer el Fondo de Reparación de Víctimas, los inmuebles de que trata
este artículo serán trasladados directamente al Incoder.

ARTÍCULO 134. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Los bienes materia de extinción de
dominio definitiva que administre la Dirección Nacional de Estupefacientes y sean materia de
enajenación a entidades públicas se entregarán, por la Dirección, libres de toda clase de
gravámenes, limitaciones y afectaciones al derecho dominio, ocupación, posesión y cualquier
forma de perturbación de la propiedad y a paz y salvo por concepto de tributos y servicios
públicos.

El término de duración de los contratos de arrendamiento que sobre los bienes inmuebles rurales
celebre la Dirección Nacional de Estupefacientes, mientras se decide la acción prevista en la Ley
793 de 2002, no podrá exceder la fecha de la sentencia en la que se declare la extinción de todos
los derechos reales, principales o accesorios, desmembraciones, gravámenes o cualquiera otra
limitación a la disponibilidad o el uso del bien rural, y se ordene la tradición a favor de la
Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, y en ningún caso,
bajo pena de nulidad absoluta, podrán pactarse cláusulas que autoricen la cesión, renovación o
prórroga de los contratos respectivos.

En los contratos de encargo fiduciario, su ejecución continuará hasta que opere la forma de
terminación convenida. Los contratos por los cuales se han entregado bienes inmuebles rurales a
terceros a cualquier título, celebrados por la Dirección Nacional de Estupefacientes o por los
depositarios por esta designados, con anterioridad a la vigencia de la presente ley cuyos plazos
excedan la fecha en la que se produce la sentencia judicial de extinción, se resolverán
unilateralmente y de pleno derecho sin necesidad de declaración judicial alguna por motivos de
interés público o utilidad social de que trata la presente ley.

PARÁGRAFO. Lo dispuesto en este artículo rige para todos los contratos que comprometen el
uso, usufructo y destinación de los bienes inmuebles rurales que celebre o haya celebrado la
Dirección Nacional de Estupefacientes.

TITULO VII.

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE TIERRAS.

CAPITULO I.

PROCEDIMIENTO PARA LA ADQUISICIÓN DIRECTA DE TIERRAS.

ARTÍCULO 135. <Ley declarada INEXEQUIBLE> En la negociación directa de predios para
los fines previstos en esta ley, las autoridades correspondientes se sujetarán al siguiente
procedimiento:



1. Con base en los presupuestos que el Gobierno Nacional le asigne específicamente para ello, la
autoridad competente practicará las diligencias que considere necesarias para la identificación,
calificación de la aptitud y valoración de los predios rurales correspondientes.

2. El precio máximo de negociación será el fijado en el avalúo comercial que para tal fin se
contrate con personas naturales o jurídicas legalmente habilitadas para ello, de acuerdo con las
disposiciones vigentes y el precio mínimo de negociación será dado por el más bajo valor dado
por el avaluó comercial, el valor de establecimiento del proyecto productivo y el valor propuesto
por el vendedor y será este mínimo el punto de partida del Instituto para la negociación y la
primera oferta de compra.

3. La autoridad competente formulará oferta de compra a los propietarios del predio mediante
oficio que será entregado personalmente, o en su defecto le será enviado por correo certificado a
la dirección que aparezca registrada en el expediente, o en el directorio telefónico. Si no pudiere
comunicarse la oferta en la forma prevista, se entregará a cualquier persona que se hallare en el
predio, y se oficiará a la Alcaldía del lugar de ubicación del inmueble, mediante telegrama que
contenga los elementos esenciales de la oferta, para que se fije en lugar visible al público durante
cinco (5) días, contados a partir de su recepción, con lo cual quedará perfeccionado el aviso y
surtirá efectos ante los demás titulares de derechos reales constituidos sobre el inmueble.

La oferta de compra deberá inscribirse en la oficina de Registro de Instrumentos Públicos del
Círculo correspondiente, dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en que se haya
efectuado la comunicación.

4. El propietario dispone de un término de diez (10) días, contados a partir de la fecha en que
quede perfeccionada la comunicación, para aceptarla o rechazarla. Dentro del mismo término y
por una sola vez, podrá objetar el avalúo por error grave, o cuando hubiere sido expedido con
antelación superior a un año. Las objeciones al avalúo inicial, o su actualización, serán
diligenciadas por peritos diferentes a los que hubieren intervenido con anterioridad.

5. Si hubiere acuerdo respecto de la oferta de compra, se celebrará un contrato de promesa de
compraventa, que deberá perfeccionarse mediante escritura pública en un término no superior a
dos meses, contados desde la fecha de su otorgamiento.

Se entenderá que el propietario renuncia a la negociación directa y rechaza la oferta de compra,
cuando no manifiesta su aceptación expresa dentro del término previsto para contestarla.
También se entiende rechazada la oferta cuando su aceptación sea condicionada, salvo que la
autoridad competente considere atendible la contrapropuesta de negociacion, o el propietario no
suscriba la promesa de compraventa, o la escritura pública que perfeccione la enajenación, dentro
de los plazos previstos.

6. Agotada la etapa de negociación directa, conforme a lo contemplado en el inciso anterior,
mediante resolución motivada, la autoridad competente ordenará adelantar la expropiación del
predio y de los demás derechos reales constituidos sobre él, con arreglo al proceso establecido en
el Capítulo V de este Título.

7. Las entidades financieras estarán obligadas a dar a la autoridad interesada en la expropiación
la primera opción de compra de los predios rurales que hayan recibido o reciban a título de
dación en pago por la liquidación de créditos hipotecarios, o que hubieren adquirido mediante
sentencia judicial.



8. La autoridad competente dispondrá de un (1) mes para ejercer el derecho de opción
privilegiada de adquirirlos, vencido el cual la entidad financiera quedará en libertad para
enajenarlos. Serán absolutamente nulos los actos o contratos que se celebren con violación de lo
dispuesto en esta norma, y los Notarios y Registradores de Instrumentos Públicos no podrán
autorizar e inscribir escrituras públicas que contengan la transmisión del dominio a terceros,
mientras no se protocolice la autorización expresa y escrita de la autoridad competente, en los
casos de desistimiento, o la declaración juramentada del representante legal del intermediario
financiero, de no haberle sido notificada una decisión dentro del término previsto, cuando
hubiere mediado silencio administrativo positivo.

CAPITULO II.

CLARIFICACIÓN DE LA PROPIEDAD Y DESLINDE DE TIERRAS.

ARTÍCULO 136. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La posesión agraria consiste en la
explotación económica regular y estable del suelo, por medio de hechos positivos propios de
dueño, como los cultivos, sementeras, plantaciones forestales o agroforestales, la ocupación con
ganados y otros de igual significación económica. Esta posesión se extiende también a las
porciones incultas, cuya existencia se demuestre como necesaria para la explotación económica
del predio, o como complemento para el mejor aprovechamiento de este, aunque en los terrenos
de que se trate no haya continuidad, o para el ensanche de la misma producción. Tales porciones
de tierra, pueden ser conjuntamente hasta de una extensión igual a la mitad de la explotada y se
reputan poseídas conforme a este artículo.

En los predios rurales, el cerramiento y la construcción de edificios no constituyen por sí solos
pruebas de explotación económica, pero sí pueden considerarse como elementos
complementarios de ella.

ARTÍCULO 137. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Para la prescripción adquisitiva en
materia de fundos rurales aplicará lo dispuesto en los artículos 2518 a 2541 del Código Civil y en
la Ley 791 de 2002.

En todo caso, la posesión en materia de fundos rurales implicará lo dispuesto en el artículo 136
de la presente ley.

Los jueces de la República se abstendrán de adelantar procedimientos de prescripción adquisitiva
de dominio sobre predios de propiedad de la población desplazada por la violencia, así mismo,
las autoridades judiciales negarán las pretensiones de pertenencia de aquellos que demanden la
reivindicación o legitimación de derechos sobre inmuebles cuando la tenencia o posesión del
demandante tenga origen en conductas de intimidación o violencia, en este caso el Estado en
cabeza de la autoridad jurisdiccional, protegerá a quien se encuentre en imposibilidad de hacer
valer su derecho e iniciará procedimientos para reestablecer y proteger los derechos de los
afectados por la violencia.

En todo caso, aún después de la ejecutoria del fallo judicial de prescripción adquisitiva de la
propiedad en los términos de este artículo, si se lograre demostrar por el interesado su condición
de desplazado por la violencia o los actos o conductas de intimidación o violencia que le hicieron
imposible el disfrute de su propiedad, procederá en contra de la sentencia ejecutoriada de
cualquier instancia el recurso de revisión de que trata el artículo 379 del Código de



Procedimiento Civil.

ARTÍCULO 138. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Acreditan propiedad privada sobre la
respectiva extensión territorial:

1. El título originario expedido por el Estado, mientras no haya perdido o no pierda su eficacia
legal. Constituyen título originario expedido por el Estado o emanado de este, los siguientes:

a) Todo acto administrativo, legalmente realizado y traducido en un documento auténtico, por
medio del cual el Estado se haya desprendido del dominio de determinada extensión territorial;

b) Todo acto civil realizado por el Estado, en su carácter de persona jurídica, y por medio del
cual se haya operado legalmente el mismo fenómeno de constitución o transferencia del dominio
de determinada extensión territorial perteneciente a la Nación.

La enumeración anterior no es taxativa y, por consiguiente, son títulos originarios expedidos por
el Estado, o emanados de este, fuera de los indicados en los dos ordinales anteriores, los demás
que conforme a las leyes tengan tal carácter.

2. Cualquiera otra prueba, también plena, mientras no haya perdido o no pierda su eficacia legal,
de haber salido el derecho de dominio sobre el terreno, legítimamente, del patrimonio del Estado.

3. Los títulos debidamente inscritos otorgados con anterioridad a la vigencia de esta ley, en que
consten tradiciones de dominio por un lapso no menor del término que señalan las leyes para la
prescripción extraordinaria.

Lo dispuesto en el inciso anterior, sobre pruebas de la propiedad privada por medio de títulos
debidamente inscritos, otorgados entre particulares con anterioridad a la presente ley, no es
aplicable respecto de terrenos que no sean adjudicables, estén reservados o destinados para
cualquier servicio o uso público, ni en los casos considerados en el artículo anterior.

ARTÍCULO 139. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Las disposiciones anteriores se refieren
exclusivamente a la propiedad territorial superficiaria y no tienen aplicación ninguna respecto del
subsuelo.

ARTÍCULO 140. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Para asegurar la protección de los bienes
y derechos conforme al artículo 63 de la Constitución Política y la Ley 70 de 1993, el Ministerio
del Interior y de Justicia - Dirección de Etnias podrá adelantar procedimientos de clarificación y
deslinde de las tierras de resguardo, o de las ocupadas ancestralmente o adjudicadas a las
comunidades negras, de las que pertenecieren a los particulares.

ARTÍCULO 141. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Para efectos del principio de publicidad,
la providencia que inicie las diligencias administrativas de clarificación de la propiedad y
deslinde de las tierras de propiedad de la Nación, será inscrita en la oficina de Registro de
Instrumentos Públicos correspondiente, si el predio se hallare inscrito, diligencia que tendrá
prelación. En caso contrario, la autoridad competente solicitará la apertura de un folio de
matrícula inmobiliaria y la inscripción de la respectiva providencia, como medida cautelar. A
partir de este registro, el procedimiento que se surta tendrá efecto para los nuevos poseedores o
adquirentes de derechos reales.



La solicitud, decreto y práctica de pruebas se ceñirán a lo dispuesto en los correspondientes
decretos reglamentarios. En estos procedimientos se practicará una diligencia de inspección
ocular con intervención de peritos, si así lo solicitan los interesados y sufragan los gastos que
demande la diligencia. En caso contrario, la autoridad competente dispondrá que se efectúe con
funcionarios expertos de la entidad.

Los peritos serán dos (2), contratados por la autoridad que adelante la expropiación con personas
naturales o jurídicas que se encuentren legalmente autorizadas para ello. Los dictámenes se
rendirán con arreglo a los preceptos de esta ley y del decreto reglamentario.

En los procedimientos de que trata este capítulo, así como en los procesos judiciales de revisión,
la carga de la prueba corresponde a los particulares.

ARTÍCULO 142. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Contra las resoluciones que decidan de
fondo los procedimientos que se regulan en este capítulo, sólo procede el recurso de reposición
en los términos del Código Contencioso Administrativo, dentro de los cinco (5) días siguientes a
la notificación, y la acción de revisión ante el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso
Administrativo, en única instancia, conforme a lo establecido en el numeral 9 del artículo 128 del
Código Contencioso Administrativo. La demanda de revisión deberá presentarse dentro de los
quince (15) días siguientes a la fecha de ejecutoria del acto administrativo correspondiente.

La resolución que culmine el procedimiento de clarificación de la propiedad sólo podrá declarar
que, en relación con el inmueble objeto de las diligencias, no existe título originario del Estado, o
que posee título de adjudicación que no ha perdido su eficacia legal, o que se acreditó propiedad
privada por la exhibición de una cadena de títulos debidamente inscritos otorgados por un lapso
no menor del término que señalan las leyes para la prescripción extraordinaria, según lo previsto
en esta ley, o que los títulos aportados son insuficientes, bien porque no acreditan dominio sino
tradición de mejoras sobre el inmueble, o se refiere a bienes no adjudicables, o que se hallen
reservados, destinados a un uso o servicio público, o porque se incurre en exceso sobre la
extensión legalmente adjudicable. Cuando se declare que en relación con el inmueble existe
propiedad privada, o que salió del patrimonio del Estado, en todo caso quedarán a salvo los
derechos de los poseedores materiales, conforme a la ley civil.

Ejecutoriada la resolución que define los procedimientos contemplados en este Capítulo, y si no
se hubiere formulado demanda de revisión, o fuere rechazada, o el fallo del Consejo de Estado
negare las pretensiones de la demanda, se ordenará su inscripción en el correspondiente folio de
matrícula inmobiliaria para efectos de publicidad ante terceros.

ARTÍCULO 143. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La Unidad Nacional de Tierras Rurales
podrá requerir de las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, Catastrales, del Instituto
Geográfico “Agustín Codazzi” y demás dependencias del Estado, toda la información que posean
sobre la existencia de propietarios o poseedores de inmuebles rurales, así como las fotografías
aéreas, planos y demás documentos relacionados con los mismos.

PARÁGRAFO. En las zonas donde el Instituto Geográfico “Agustín Codazzi” no tenga
información actualizada, corresponde a la autoridad competente señalar, cuando lo considere
conveniente, mediante resoluciones que serán publicadas por dos veces con intervalos no
inferiores a ocho (8) días, en dos (2) diarios de amplia circulación nacional, las regiones, la



forma y los términos en que toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado que sea
propietaria o poseedora de predios rurales, estará obligada a presentar ante la autoridad
administrativa una descripción detallada de los inmuebles respectivos.

CAPITULO III.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EXTINCIÓN DEL DOMINIO.

ARTÍCULO 144. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Establézcase en favor de la Nación la
extinción del derecho de dominio o propiedad sobre los predios rurales en los cuales se dejare de
ejercer posesión en la forma establecida en el artículo 131 de esta ley durante tres (3) años
continuos, salvo fuerza mayor o caso fortuito, o cuando los propietarios violen las disposiciones
sobre conservación, mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables y
las de preservación y restauración del ambiente.

Lo dispuesto en este artículo no se opone a la declaratoria de extinción del dominio cuando, a la
fecha en que empiece a regir esta ley, hubiere transcurrido un lapso de tres (3) años de
inexplotación del inmueble, o si dicho término se cumpliere dentro de la vigencia de esta norma.

Cuando la posesión se hubiere ejercido sobre una parte del predio solamente, la extinción del
dominio no comprenderá sino las porciones incultas que no se reputen poseídas conforme a lo
dispuesto en el artículo 131 de esta ley.

La Unidad Nacional de Tierras Rurales tendrá a su cargo adelantar las diligencias y dictar las
resoluciones sobre extinción del derecho de dominio privado sobre predios rurales, según lo
previsto en la presente ley.

PARÁGRAFO. La acción de dominio no procederá en los casos de predios de resguardos
indígenas, los de propiedad colectiva de comunidades negras y los demás que de acuerdo con la
Constitución Nacional ostenten la calidad de imprescriptibles, inalienables e inembargables.

ARTÍCULO 145. <Ley declarada INEXEQUIBLE> En el estatuto que regule el
procedimiento administrativo de extinción de dominio, además de las disposiciones que se
consideren necesarias, se incluirán las siguientes:

1. La resolución que inicie el procedimiento será inscrita en la oficina de Registro de
Instrumentos Públicos correspondiente. Quien adquiera derechos reales a partir de este registro,
asumirá desde entonces las diligencias en el estado en que se encuentren.

2. Los términos probatorios no podrán exceder de treinta (30) días, distribuidos como indique el
reglamento. La resolución sobre extinción de dominio deberá dictarse dentro de los quince (15)
días siguientes al vencimiento del término probatorio.

3. Contra la resolución que declare que sobre un fundo o parte de él se ha extinguido el derecho
de dominio privado sólo proceden el recurso de reposición, dentro de los cinco (5) días
siguientes a su notificación, y la acción de revisión ante el Consejo de Estado, Sala de lo
Contencioso Administrativo, en única instancia, según lo previsto en el numeral 8 del artículo
128 del Código Contencioso Administrativo. La demanda de revisión deberá presentarse dentro
de los quince (15) días siguientes a la fecha de ejecutoria del acto administrativo
correspondiente. Si no se presenta la demanda de revisión en el término indicado, o si aquella



fuere rechazada, o la sentencia del Consejo de Estado negare la revisión demandada, la Unidad
procederá a remitir a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente copia de la
resolución que decretó la extinción del dominio privado, para su inscripción y la consecuente
cancelación de los derechos reales constituidos sobre el fundo.

4. Tanto en las diligencias administrativas de extinción del derecho de dominio, como en los
procesos judiciales de revisión, la carga de la prueba corresponde al propietario.

5. En todos los procedimientos administrativos de extinción del derecho de dominio deberá
practicarse una inspección ocular al predio intervenido por la Unidad. Cuando se trate de la
causal relacionada con el incumplimiento de la función social de la propiedad prevista en la
presente ley, los dictámenes serán rendidos por dos peritos que contrate la Unidad de Tierras con
personas naturales o jurídicas legalmente autorizadas para ello, pero la práctica, elaboración y
rendición del experticio se someterá a las reglas establecidas en esta ley y lo que disponga el
decreto reglamentario.

Cuando la causa que origine el adelantamiento del proceso administrativo de extinción del
dominio esté relacionada con la violación de las disposiciones sobre conservación, mejoramiento
y utilización racional de los recursos naturales renovables y las de preservación del ambiente, los
experticios se rendirán por dos funcionarios calificados de la Corporación Autónoma Regional
con jurisdicción en el municipio de ubicación del inmueble, conforme a las reglas y, metodología
que para tal efecto señale el reglamento.

6. Cuando se trate de probar aprovechamiento de la tierra con ganados, en superficies cubiertas,
de pastos, naturales, será indispensable demostrar de manera suficiente el aprovechamiento
económico o la realización de inversiones durante el término fijado para la extinción del
dominio.

ARTÍCULO 146. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Si por razones de interés social y utilidad
pública la Unidad estimare necesario tomar posesión de un fundo o de porciones de este antes de
que se haya fallado el proceso judicial de revisión del procedimiento de extinción del dominio,
podrá entonces adelantar la expropiación de la propiedad respectiva. El valor de lo expropiado,
que será determinado por avalúo que será el valor del avalúo comercial determinado por el
IGAC, permanecerá en depósito a la orden del Tribunal competente hasta cuando quede
ejecutoriada la sentencia. Si el fallo confirma la resolución acusada, los valores consignados se
devolverán al Instituto. Si por el contrario, la revoca o reforma; el juez ordenará entregar al
propietario dichos valores más los rendimientos obtenidos por estos, en la proporción que
corresponda.

ARTÍCULO 147. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Lo cultivado por colonos que no hayan
reconocido vínculo de dependencia con el propietario, o autorización de este, no se tomará en
cuenta para los efectos de demostrar la utilización económica de un fundo.

ARTÍCULO 148. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Las tierras aptas para la producción
económica que reviertan al dominio de la Nación en virtud de la declaratoria de extinción del
derecho de dominio, ingresarán con el carácter de baldíos y se adjudicarán por parte del Incoder,
previo traslado de la Unidad a este Instituto, de conformidad con el reglamento que para cada
predio expida el Consejo Directivo; las no aptas para los programas de que trata esta ley, serán



enajenadas por la Unidad, o transferidas, en un plazo no mayor a tres meses, contados desde la
ejecutoria de la providencia respectiva, a las entidades del Estado que deban cumplir en ellas
actividades específicas señaladas en normas vigentes, o al municipio en que se hallen ubicadas
en los términos del artículo 26. El recibo de estas tierras será de obligatorio cumplimiento por
parte de las entidades indicadas.

ARTÍCULO 149. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Para todos los efectos legales se
considera que no están cobijadas por la regla sobre extinción del dominio, las extensiones que
dentro del año inmediatamente anterior a la fecha en que se practique la inspección ocular,
conforme al numeral 5 del artículo 145 de esta ley, se encontraban económicamente utilizadas de
acuerdo con las disposiciones de la presente ley, y cumpliendo las normas sobre conservación,
mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables y las de preservación y
restauración del ambiente.

En los juicios de revisión que se sigan ante el Consejo de Estado de acuerdo con lo previsto en
los artículos anteriores, la inspección judicial que se practique estará encaminada a verificar el
estado de producción que existía, o el incumplimiento que se estableció de las normas del
Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente y
disposiciones que lo complementan, en la fecha de la diligencia de inspección ocular. Por lo
tanto, los peritos dictaminarán, en caso de encontrarse un aprovechamiento productivo en el
fundo, o un estado de conservación y aprovechamiento de los recursos naturales o del ambiente
ajustado a la ley, si estas situaciones son anteriores o por el contrario posteriores al momento de
la inspección ocular que se practicó dentro de las diligencias administrativas de extinción del
dominio adelantadas por el Instituto.

Si de la inspección judicial y del dictamen pericial se deduce que la producción económica, o el
estado de conservación, mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables
y de preservación del ambiente son posteriores a la fecha de la diligencia de inspección ocular
que practicó el Instituto, el Consejo de Estado no podrá tener en cuenta esas circunstancias para
efectos de decidir sobre la revisión del acto administrativo. Pero el valor de las mejoras
posteriores que se acrediten, será pagado por la Entidad administrativa correspondiente en la
forma que establezca el reglamento.

ARTÍCULO 150. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Para efectos de lo establecido en el
artículo 136 de esta ley, se considera que hay manejo productivo cuando esta se realiza de una
manera regular y estable. Es regular y estable, el manejo productivo que al momento de la
práctica de la inspección ocular tenga más de un (1) año de iniciada, y se haya mantenido sin
interrupción injustificada, siendo de cargo del propietario la demostración de tales circunstancias.

<Ver Notas del Editor en relación con la declaratoria de INEXEQUIBILIDAD de la Ley 1021 de
2006> La simple tala de árboles, con excepción de las producciones forestales adelantadas de
conformidad con lo dispuesto en la Ley 1021 de 2006, no constituye manejo productivo
económico.

Notas del Editor



- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta que la Ley 1021 de 2006 fue
declarada INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-030-08 de 23
de enero de 2008, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil.

ARTÍCULO 151. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Será causal de extinción del derecho de
dominio el manejo productivo que se adelante con violación de las normas sobre conservación,
mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables y las relacionadas con la
preservación y restauración del ambiente contenidas en la Ley 99 de 1993 y demás disposiciones
pertinentes.

ARTÍCULO 152. <Ley declarada INEXEQUIBLE> En los eventos previstos en el artículo
anterior, el procedimiento de extinción del dominio será adelantado oficiosamente por el
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, del Director General de la
correspondiente Corporación Autónoma Regional o del Procurador Delegado para Asuntos
Ambientales y Agrarios.

ARTÍCULO 153. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Hay deterioro o perjuicio sobre los
recursos naturales renovables y del ambiente, cuando se realizan conductas o se producen
abstenciones que los destruyen, agotan, contaminan, disminuyen, degradan, o cuando se utilizan
por encima de los límites permitidos por normas vigentes, alterando las calidades físicas,
químicas o biológicas naturales, o se perturba el derecho de ulterior aprovechamiento en cuanto
este convenga al interés público. La extinción del derecho de dominio procederá sobre la
totalidad o la porción del terreno afectado por las respectivas conductas o abstenciones nocivas.

CAPITULO IV.

NORMAS SUSTANCIALES SOBRE ADJUDICACIÓN Y RECUPERACIÓN DE BALDÍOS.

ARTÍCULO 154. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La propiedad de los terrenos baldíos
adjudicables, sólo puede adquirirse mediante título traslaticio de dominio otorgado por el Estado
a través del Incoder en los términos establecidos en la presente ley, o por las entidades públicas
en las que delegue esta facultad.

Los ocupantes de tierras baldías, por ese solo hecho, no tienen la calidad de poseedores conforme
al Código Civil, y frente a la adjudicación por el Estado sólo existe una mera expectativa.

La Unidad de Tierras decretará la reversión del baldío adjudicado al dominio de la Nación,
cuando se compruebe la violación de las normas sobre conservación y aprovechamiento racional
de los recursos naturales renovables y del medio ambiente, o el incumplimiento de las
obligaciones y condiciones bajo las cuales se produjo la adjudicación. Ejecutoriada la resolución
que disponga la reversión y efectuado el pago, consignación o aseguramiento del valor que
corresponda reconocer al ocupante por concepto de mejoras, si no se allanare a la devolución del
predio al Instituto dentro del término que este hubiere señalado, se solicitará el concurso de las
autoridades de policía, dentro del mes siguiente a la ejecutoria de la providencia, para que la
restitución del inmueble se haga efectiva. Para tal efecto, la Unidad de Tierras le bastará
presentar copia auténtica de la resolución declaratoria de la reversión, con sus constancias de
notificación y ejecutoria.



No podrá hacerse adjudicación de baldíos sino por ocupación previa, en tierras con aptitud
agropecuaria o forestal que se estén utilizando productivamente, conforme a las normas sobre
protección y utilización racional de los recursos naturales renovables, en favor de personas
naturales, empresas comunitarias y cooperativas, en las extensiones y condiciones que para cada
municipio o región del país señale la Unidad.

ARTÍCULO 155. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Como regla general, las tierras baldías se
titularán en Unidades Agrícolas Familiares, conforme al concepto establecido en esta ley, salvo
las excepciones que establezca el Consejo Directivo cuando se trate de las adjudicaciones de
tierras a las comunidades indígenas, negras y demás minorías étnicas, y en las adjudicaciones
derivadas de los contratos de explotación de baldíos que se celebren con las empresas
especializadas del sector agropecuario y/o forestal en las zonas de desarrollo empresarial a que se
refiere el Capítulo IV del Título III de esta ley.

ARTÍCULO 156. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Consejo Directivo del Incoder
señalará para cada región o zona las extensiones máximas y mínimas adjudicables de los baldíos
productivos en Unidades Agrícolas Familiares, y declarará, en caso de exceso del área permitida,
que hay indebida ocupación o apropiación de las tierras de la Nación.

El Incoder cobrará el valor del área que exceda el tamaño de la Unidad Agrícola Familiar
establecida para las tierras en el municipio o zona, mediante el procedimiento de avalúo señalado
para la adquisición de tierras, siempre que no mediaren circunstancias de concentración de la
propiedad u otras que señale el reglamento que expida el Consejo Directivo. En todo caso, el
área enajenable no podrá exceder de la extensión máxima de la Unidad Agrícola Familiar
determinada para la respectiva zona o municipio.

Para expedir las reglamentaciones sobre las extensiones máximas y mínimas adjudicables, el
Instituto deberá tener en cuenta, entre otras, las condiciones agrológicas, fisiográficas,
disponibilidad de aguas, cercanía a poblados de más de tres mil (3.000) habitantes, vías de
comunicación de las zonas correspondientes, la composición y concentración de la propiedad
territorial, los índices de producción y productividad, la aptitud y las características del desarrollo
sostenible de la región, la condición de aledaños de los terrenos baldíos, o la distancia a
carreteras transitables por vehículos automotores, ferrocarriles, ríos navegables, a centros
urbanos de más de diez mil (10.000) habitantes, o a puertos marítimos, cuando en este último
caso dichas tierras se hallen ubicadas a menos de cinco (5) kilómetros de aquellos. El lindero
sobre cualquiera de dichas vías no será mayor de mil (1.000) metros.

El Instituto está facultado para señalar zonas en las cuales las adjudicaciones sólo podrán hacerse
con base en producciones forestales, agrícolas o de ganadería intensiva y para definir, conforme a
las circunstancias de la zona correspondiente, las características de estas últimas.

PARÁGRAFO. No serán adjudicables los terrenos baldíos que cuenten con las siguientes
condiciones:

a) Los terrenos baldíos situados dentro de un radio de quinientos (500) metros alrededor de las
zonas donde se adelanten procesos de explotación de recursos naturales no renovables;

b) Los terrenos baldíos situados dentro de un radio de cinco (5) kilómetros alrededor de las zonas
de reserva ambiental o de Parques Nacionales Naturales y las seleccionadas por entidades



públicas para adelantar planes viales u otros de igual significación económica y social para el
país, cuya construcción pueda incrementar el precio de las tierras por factores distintos a su
explotación económica.

ARTÍCULO 157. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Podrán hacerse por parte de la Unidad de
Tierras, adjudicaciones en favor de entidades de derecho público para la construcción de obras de
infraestructura destinadas a la instalación o dotación de servicios públicos, o cuyas actividades
hayan sido declaradas por la ley como de utilidad pública e interés social, bajo la condición de
que si dentro del término que el Instituto señalare no se diere cumplimiento al fin previsto, los
predios adjudicados revertirán al dominio de la Nación.

ARTÍCULO 158. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La persona natural o jurídica que solicite
la adjudicación de un baldío, deberá demostrar que tiene bajo producción económica las dos
terceras partes de la superficie cuya adjudicación solicita y que la utilización adelantada
corresponde a la aptitud del suelo establecida por el Incoder en la inspección ocular y que se está
cumpliendo con la función ecológica y social. En la petición de adjudicación el solicitante deberá
manifestar, bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado al formular su pretensión
expresamente, si se halla o no obligado legalmente a presentar declaración de renta y patrimonio.
En caso afirmativo, la exigencia de la explotación económica deberá demostrarse con las
declaraciones de renta y patrimonio correspondientes a los tres años anteriores a la fecha de la
solicitud.

En todo caso, deberá acreditarse una ocupación y utilización productiva previa no inferior a cinco
(5) años para tener derecho a la adjudicación. La ocupación anterior de persona distinta del
peticionario, no es transferible a terceros, para los efectos contemplados en este inciso.

En la parte motiva de las resoluciones de adjudicación de baldíos deberán analizarse
ampliamente las pruebas allegadas sobre la explotación económica del predio, el término de ella
y la fuerza de convicción que le merezcan al Instituto, para efectos de considerar la presunción
consagrada en el artículo 6o de la Ley 97 de 1946, y en la parte resolutiva deberá declararse si la
adjudicación queda o no amparada por dicha presunción, precisando además que esta no surtirá
efectos contra terceros sino pasado un año, contado a partir de la fecha de inscripción de la
resolución en la respectiva Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.

No obstante, a pesar de transcurrido el año después del registro de la resolución, la presunción a
que se refiere el inciso anterior se mantendrá mientras el acto administrativo correspondiente no
sea producto de maniobras abusivas o fraudulentas que puedan dar lugar al enriquecimiento sin
causa del adjudicatario, con perjuicio de los derechos del legítimo propietario del inmueble
objeto de la adjudicación. Por consiguiente, sólo quedarán amparadas con la presunción de la
Ley 97 de 1946, las resoluciones expedidas en desarrollo de procedimientos en los que exista
buena fe por parte del adjudicatario, y no se desconozcan derechos de terceros adquiridos con
sujeción al artículo 58 de la Constitución Política.

En los casos en que la utilización económica realizada no corresponda a la aptitud específica
señalada, el baldío no se adjudicará, hasta tanto no adopte y ejecute por el colono un plan gradual
de reconversión, o previo concepto favorable de la institución correspondiente del Sistema
Nacional Ambiental.

Las áreas dedicadas a la conservación de la vegetación protectora, lo mismo que las destinadas al



uso forestal racional, situadas fuera de las zonas decretadas como reservas forestales o de
bosques nacionales, se tendrán como porción aprovechada, para el cálculo de la superficie
productiva exigida por el presente artículo para tener derecho a la adjudicación, siempre y
cuando dentro del plan o proyecto presentado se garantice que estas zonas no van a ser
intervenidas para la producción económica.

No podrán hacerse adjudicaciones de baldíos donde estén establecidas comunidades indígenas o
que constituyan su hábitat, sino únicamente y con destino a la constitución de resguardos
indígenas.

ARTÍCULO 159. <Ley declarada INEXEQUIBLE> <Aparte subrayado
CONDICIONALMENTE exequible> Las Unidades Agrícolas Familiares sobre tierras baldías
adjudicarán conjuntamente a los cónyuges o compañeros permanentes, siempre que hayan
cumplido dieciséis años de edad, sean jefes de familia, compartan entre sí las responsabilidades
sobre sus hijos menores, o con sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad si velaren
por ellos.

Los adjudicatarios podrán contraer las obligaciones inherentes sin necesidad de autorización
judicial. Esta disposición se aplicará a todas las adjudicaciones o adquisiciones de tierras que
llegaren a hacerse en favor de los campesinos, o para la admisión de estos como socios de las
empresas comunitarias o cooperativas.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Expresión  'compañeros permanentes' declarada CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE,
por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-029-09 de 28 de
enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, '... en el entendido que en el
ámbito de esa ley, estas disposiciones también comprenden a los integrantes de las parejas
del mismo sexo”. La Corte Constitucional se inhibe para emitir un pronunciamiento de fondo
en relación con las expresiones “familia” y “familiar”

ARTÍCULO 160. <Ley declarada INEXEQUIBLE> No podrá ser adjudicatario de baldíos la
persona natural o jurídica cuyo patrimonio neto sea superior a quinientos salarios mínimos
mensuales legales, salvo las organizaciones, cooperativas o asociaciones sin ánimo de lucro y de
minorías étnicas y lo previsto para las zonas de desarrollo empresarial en el Capítulo IV del
Título IV de esta ley. Para determinar la prohibición contenida en esta norma, en el caso de las
sociedades deberá tenerse en cuenta, además, la suma de los patrimonios netos de los socios
cuando estos superen el patrimonio neto de la sociedad.

Tampoco podrán titularse tierras baldías a quienes hubieren tenido la condición de funcionarios,
contratistas o miembros de las Juntas o Consejos Directivos de los organismos y entidades
públicas que integran los diferentes subsistemas del Sistema Nacional de Desarrollo Rural,
dentro de los cinco (5) años anteriores a la fecha de la solicitud de adjudicación. Esta disposición
también será aplicable a las personas jurídicas cuando uno o varios de sus socios hayan tenido las
vinculaciones o las calidades mencionadas con los referidos organismos públicos.

ARTÍCULO 161. <Ley declarada INEXEQUIBLE> No se podrán efectuar titulaciones de



terrenos baldíos en favor de personas naturales o jurídicas que sean propietarias o poseedoras, a
cualquier título, de otros predios rurales en el territorio nacional, salvo lo dispuesto para las
zonas de desarrollo empresarial.

Con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, en el momento de presentar la
solicitud de titulación el peticionario deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, si es o
no propietario o poseedor de otros inmuebles rurales en el territorio nacional. Serán
absolutamente nulas las adjudicaciones que se efectúen con violación de la prohibición
establecida en este artículo.

La acción de nulidad contra las resoluciones de adjudicación de baldíos podrá intentarse por la
entidad administrativa adjudicataria, por los Procuradores Agrarios o cualquier persona ante el
correspondiente Tribunal Administrativo, dentro de los dos (2) años siguientes a su ejecutoria, o
desde su publicación en el Diario Oficial, según el caso. La procedencia de esta acción se hará
constar en todas las resoluciones de titulación de baldíos que expida la entidad administrativa
adjudicataria.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, la entidad administrativa adjudicataria
podrá revocar directamente, en cualquier tiempo, las resoluciones de adjudicación de tierras
baldías proferidas con violación a lo establecido en las normas legales o reglamentarias vigentes
sobre baldíos. En este caso no se exigirá el consentimiento expreso y escrito del respectivo
titular. En lo demás, el procedimiento de revocación se surtirá con arreglo a las prescripciones
del Código de lo Contencioso Administrativo.

<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> Para la aplicación de las prohibiciones
previstas en el presente artículo, se tendrán en cuenta además, las adjudicaciones de terrenos
baldíos efectuadas a sociedades de las que los interesados formen parte, lo mismo que las que
figuren en cabeza de su cónyuge, compañero permanente e hijos menores adultos.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Expresión  'compañero permanente' declarada CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE, por
los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-029-09 de 28 de
enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, '... en el entendido que en el
ámbito de esa ley, estas disposiciones también comprenden a los integrantes de las parejas
del mismo sexo”.

Ninguna persona podrá adquirir la propiedad sobre terrenos inicialmente adjudicados como
baldíos, si las extensiones exceden los límites máximos para la titulación señalados por el
Consejo Directivo para las Unidades Agrícolas Familiares en el respectivo municipio o zona.
También serán nulos los actos o contratos en virtud de los cuales una persona aporte a sociedades
o comunidades de cualquier índole, la propiedad de tierras que le hubieren sido adjudicadas
como baldíos, si con ellas dichas sociedades o comunidades consolidan la propiedad sobre tales
terrenos en superficies que excedan a la fijada por el Instituto para la Unidad Agrícola Familiar.

Quien siendo adjudicatario de tierras baldías las hubiere enajenado o no podrá obtener una nueva
adjudicación.

Los terrenos baldíos adjudicados no podrán fraccionarse en extensión inferior a la señalada por el



Incoder como Unidad Agrícola Familiar para la respectiva zona o municipio, salvo las
excepciones previstas en esta ley y las que determine el Consejo Directivo del Incoder mediante
reglamentación. Los Notarios y Registradores de Instrumentos Públicos se abstendrán de
autorizar y registrar actos o contratos de tradición de inmuebles, cuyo dominio inicial provenga
de adjudicaciones de baldíos nacionales, en los que no se protocolice la autorización del Incoder,
cuando con tales actos o contratos se fraccionen dichos inmuebles.

La declaratoria de caducidad de los contratos relacionados con baldíos y la reversión al dominio
de la Nación se harán sin perjuicio de los derechos de terceros.

No podrá alegarse derecho para la adjudicación de un baldío, cuando demuestre que el
peticionario deriva su ocupación del fraccionamiento de los terrenos, efectuado por personas que
los hayan tenido indebidamente, hubiere procedido con mala fe, o con fraude a la ley, o con
violación de las disposiciones legales u otro medio semejante, o cuando se tratare de tierras que
tuvieren la calidad de inadjudicables o reservadas.

Las prohibiciones y limitaciones señaladas en los incisos anteriores, deberán consignarse en los
títulos de adjudicación que se expidan.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se inhibe para emitir un pronunciamiento de fondo en relación con
las expresiones “familia” y “familiar”, mediante Sentencia C-029-09 de 28 de enero de 2009,
Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil.

ARTÍCULO 162. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Sin perjuicio de su libre enajenación,
dentro de los cinco (5) años siguientes a la adjudicación, de una Unidad Agrícola Familiar sobre
baldíos, esta podrá ser gravada con hipoteca solamente para garantizar las obligaciones derivadas
de créditos agropecuarios otorgados por entidades financieras.

ARTÍCULO 163. <Ley declarada INEXEQUIBLE> En los casos de indebida ocupación de
terrenos baldíos, o de tierras que se hallen reservadas, o que no puedan ser adjudicables, o que se
hallen destinadas a un servicio público, el Instituto ordenará la recuperación, previa citación y
notificación personal del ocupante, o de quien se pretenda dueño, del acto administrativo que
inicie el procedimiento agrario respectivo, o mediante edicto, en la forma contemplada en los
artículos 44 y 45 del Código Contencioso Administrativo. Al efecto, el decreto reglamentario
establecerá el procedimiento que habrá de seguirse con audiencia del ocupante, o de quien se
pretenda dueño. Las autoridades de policía están en la obligación de prestar su concurso para que
la restitución se haga efectiva.

Para efectos del principio de publicidad, la providencia que inicie las diligencias administrativas
de recuperación de baldíos indebidamente ocupados o apropiados, será inscrita en la Oficina de
Registro de Instrumentos Públicos correspondiente, si el predio se hallare inscrito, diligencia que
tendrá prelación. En caso contrario, el Instituto solicitará la apertura de un folio de matrícula
inmobiliaria y la inscripción de la respectiva providencia, como medida cautelar. A partir de este
registro, el procedimiento que se surta tendrá efecto para los nuevos ocupantes. La solicitud,
decreto y práctica de pruebas se ceñirán a lo dispuesto en el correspondiente decreto
reglamentario. En este procedimiento, se practicará una diligencia de inspección ocular con



intervención de peritos, si así lo solicitan los interesados y sufragan los gastos que demande la
diligencia. En caso contrario, el Instituto dispondrá que se efectúe con funcionarios expertos de
la entidad.

Los peritos serán dos (2), contratados por la Unidad de Tierras con personas naturales o jurídicas
que se encuentren legalmente autorizadas para ello. Los dictámenes se rendirán con arreglo a los
preceptos de esta ley y del decreto reglamentario. La carga de la prueba corresponde a los
particulares en el procedimiento de que trata este artículo, así como en el proceso de revisión que
se instaure ante el Consejo de Estado.

Contra la resolución de la Unidad de Tierras que decida de fondo el procedimiento de
recuperación de baldíos indebidamente ocupados o apropiados, sólo procede el recurso de
reposición en los términos del Código Contencioso Administrativo, dentro de los cinco (5) días
siguientes a la notificación, y la acción de revisión ante el Consejo de Estado, Sala de lo
Contencioso Administrativo, en única instancia, conforme a lo establecido en el numeral 9 del
artículo 128 del Código Contencioso Administrativo. La demanda de revisión deberá presentarse
dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de ejecutoria del acto administrativo
correspondiente.

PARÁGRAFO. En la providencia que ordena la restitución se tomarán las determinaciones que
correspondan en relación con las mejoras. Si el ocupante o quien se pretenda dueño puede
considerarse como poseedor de buena fe, conforme a la presunción de la ley civil, se procederá a
la negociación o expropiación de las mejoras.

ARTÍCULO 164. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La Unidad Nacional de Tierras Rurales
queda autorizada para constituir sobre los terrenos baldíos cuya administración se le encomienda,
reservas en favor de entidades de derecho público para los siguientes fines:

a) La ejecución de proyectos de alto interés para el desarrollo económico y social del país;

b) El establecimiento de servicios públicos;

c) El desarrollo de actividades que hayan sido declaradas por la ley como de utilidad pública e
interés social;

d) Las que tengan por objeto prevenir asentamientos en zonas aledañas o adyacentes a aquellas
donde se adelanten exploraciones o explotaciones petroleras o mineras, por razones de orden
público o de salvaguarda de los intereses de la economía nacional, por solicitud expresa del
Ministerio del Interior y de Justicia.

Para la delimitación de las áreas aledañas o adyacentes a las exploraciones o explotaciones
petroleras o mineras, y la comprobación de las circunstancias relacionadas con el orden público y
los intereses de la economía nacional, la Unidad deberá obtener previamente la solicitud de las
entidades públicas interesadas en la constitución de la reserva y, además, la información
pertinente del Ministerio del Interior y de Justicia.

Las tierras baldías sólo podrán reservarse a favor de las entidades públicas cuyo objeto esté
directamente relacionado con las actividades de exploración y explotación de yacimientos
petroleros o mineros, las cuales deberán adquirir mediante negociación directa o expropiación,
conforme a sus funciones o normas que les fueren aplicables, las mejoras o derechos de los



particulares establecidos con anterioridad en las zonas aledañas o adyacentes delimitadas por la
Unidad.

ARTÍCULO 165. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La Unidad Nacional de Tierras Rurales
ejercerá, en lo relacionado con el establecimiento de reservas sobre tierras baldías, o que fueren
del dominio del Estado, las funciones de constitución, regulación y sustracción que no hayan sido
expresamente atribuidas por la ley a otra autoridad. La función y competencia respectiva se
ejercerá de manera excluyente por el Director Ejecutivo de dicha Unidad.

También podrá sustraer de tal régimen, tierras que hubieren sido reservadas por otra entidad, o la
misma Unidad, si encontrare que ello conviene a los intereses de la economía nacional. Las
resoluciones que se dicten por la Unidad Nacional de Tierras de conformidad con este artículo,
requieren para su validez la aprobación del Gobierno Nacional.

ARTÍCULO 166. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Podrá también La Unidad de Tierras, con
la aprobación del Gobierno Nacional, constituir reservas sobre tierras baldías, o que llegaren a
tener ese carácter por virtud de la reversión o la extinción del derecho de dominio, para
establecer en ellas un régimen particular de ocupación y de aprovechamiento para el predio
respectivo, en las cuales se aplicarán, de manera especial, las normas de adjudicación de baldíos
que expida el Gobierno Nacional. Las labores de producción que se adelanten sobre las tierras
reservadas con posterioridad a la fecha en que adquieren esta calidad, no darán derecho al
interesado para obtener la adjudicación de la superficie correspondiente, sino cuando se hayan
realizado de conformidad con los reglamentos que dicte el Instituto.

ARTÍCULO 167. <Ley declarada INEXEQUIBLE> El Banco Agrario y demás entidades
financieras no podrán otorgar créditos a ocupantes de terrenos baldíos que se encuentren dentro
de las áreas que conforman el Sistema de Parques Nacionales Naturales, o de reservas para
explotaciones petroleras o mineras, según lo dispuesto en el Código de Recursos Naturales y de
Protección del Medio Ambiente y los Códigos de Petróleos y de Minas.

ARTÍCULO 168. <Ley declarada INEXEQUIBLE> La Unidad Nacional de Tierras
adelantará los procedimientos administrativos de adjudicación de las tierras baldías de la Nación,
cuando ejerza directamente esa función. Para la identificación predial, tanto la Unidad de Tierras
como las demás entidades públicas competentes o a las que se delegue esta función, podrán
utilizar los planos elaborados por otros organismos públicos o por particulares, cuando se ajusten
a las normas técnicas establecidas por el Gobierno Nacional.

Las tarifas máximas que pueden cobrarse a los adjudicatarios de terrenos baldíos productivos por
los servicios de titulación serán señaladas por el Consejo Directivo del Incoder.

CAPITULO V.

DEL PROCESO JUDICIAL DE EXPROPIACIÓN.

ARTÍCULO 169. <Ley declarada INEXEQUIBLE> Cuando el propietario no acepte
expresamente la oferta de compra, o cuando se presumiere su rechazo de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 126 de la presente ley, se entenderá agotado el procedimiento de



negociación directa y se adelantarán los trámites para la expropiación, de la siguiente manera:

1. La Unidad Nacional de Tierras o cualquier Entidad Administrativa interesada en la
expropiación de un bien inmueble, mediante resolución motivada, ordenará adelantar la
expropiación del predio y de los demás derechos reales constituidos sobre él. Esta resolución será
notificada en la forma prevista por los artículos 44 a 48 del Código Contencioso Administrativo.

Contra la providencia que ordena la expropiación sólo procederá el recurso de reposición, el cual
deberá interponerse dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al surtimiento de la
notificación. Transcurrido un mes sin que la Unidad Competente hubiere resuelto el recurso, o
presentare demanda de expropiación, se entenderá negada la reposición, quedará ejecutoriado el
acto recurrido y, en consecuencia, no será procedente pronunciamiento alguno sobre la materia
objeto del recurso.

Podrá impugnarse la legalidad del acto que ordena adelantar la expropiación dentro del proceso
que se tramite con arreglo al procedimiento que la presente ley establece.

2. Ejecutoriada la resolución de expropiación, dentro de los dos (2) meses siguientes la autoridad
administrativa interesada en la expropiación presentará la demanda correspondiente ante el
Tribunal Administrativo que ejerza jurisdicción en el territorio donde se encuentra el inmueble.
Si la entidad no presentare la demanda dentro de los dos (2) meses siguientes a la ejecutoria de la
resolución de expropiación, caducará la acción.

A la demanda deberán acompañarse, además de los anexos previstos por la ley, la resolución de
expropiación y sus constancias de notificación, el avalúo comercial del predio y copia auténtica
de los documentos que acrediten haberse surtido el procedimiento de negociación directa.

Cuando se demande la expropiación de la porción de un predio, a la demanda deberá
acompañarse la descripción por sus linderos y cabida de la parte del inmueble que se pretende
expropiar, y un plano elaborado por el Instituto del globo de mayor extensión, dentro del cual se
precise la porción afectada por el decreto de expropiación.

En lo demás, la demanda deberá reunir los requisitos establecidos en los artículos 75 a 79, 81 y
451 del Código de Procedimiento Civil.

3. En el auto admisorio de la demanda el Tribunal decidirá definitivamente sobre la competencia
para conocer del proceso y si advierte que no es competente rechazará in limine la demanda y
ordenará la devolución de los anexos sin necesidad de desglose.

Así mismo, al momento de resolver sobre la admisión de la demanda el Tribunal examinará si
concurre alguna de las circunstancias de que tratan los numerales 6, 7 y 9 del artículo 97 del
Código de Procedimiento Civil, y si encontrare establecida alguna, procederá de la manera
siguiente:

a) En los eventos previstos por los numerales 6 y 7 del artículo 97 del Código de Procedimiento
Civil, señalará las pruebas faltantes sobre la calidad del citado o citados, o los defectos de que
adolezca la demanda, para que la entidad demandante los aporte o subsane, según sea el caso, en
el término de cinco (5) días, y si no lo hiciera la rechazará y ordenará la devolución de los anexos
sin necesidad de desglose;

b) En el caso previsto por el numeral 9 del artículo 97 del Código de Procedimiento Civil, se



seguirá el procedimiento establecido por el artículo 83 del mismo Código, sin perjuicio de
aplicación al procedimiento de expropiación de lo dispuesto por el artículo 401 del citado
estatuto procesal.

Contra el auto admisorio de la demanda o contra el que la inadmita o rechace procederá
únicamente el recurso de reposición.

4. La demanda se notificará a los demandados determinados y conocidos por el procedimiento
previsto por el inciso 2o del artículo 452 del Código de Procedimiento Civil.

Para notificar a terceros indeterminados que se crean con derecho sobre el bien objeto de la
expropiación, en el auto admisorio de la demanda se ordenará su emplazamiento mediante edicto
que se publicará por una sola vez en un diario de amplia circulación en la región donde se
encuentre el bien, para que comparezcan al proceso a más tardar dentro de los diez (10) días
siguientes a la publicación, transcurridos los cuales se entenderá surtido el emplazamiento de las
personas indeterminadas a las que se les designará curador ad lítem, quien ejercerá el cargo hasta
la terminación del proceso, siendo de forzosa aceptación.

El edicto deberá expresar, además del hecho de la expropiación demandada por el Instituto, la
identificación del bien, el llamamiento de quienes se crean con derecho para concurrir al proceso
y el plazo para hacerlo. El edicto se fijará por el término de cinco (5) días en un lugar visible de
la Secretaría del mismo Tribunal.

Las personas que concurran al proceso en virtud del emplazamiento podrán proponer los
incidentes de excepción previa e impugnación de que trata la presente ley, dentro de los diez (10)
días siguientes a la fecha en que aquel quede surtido. Las que se presenten posteriormente
tomarán el proceso en el estado en que lo encuentren.

De la demanda se dará traslado al demandado por diez (10) días para que proponga los incidentes
de excepción previa e impugnación de que trata la presente ley.

5. Sin perjuicio de la impugnación de que trata el numeral 8 del presente artículo, en el proceso
de expropiación no será admisible ninguna excepción perentoria o previa, salvo la de
inexistencia, incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado, la cual
deberá proponerse por escrito separado dentro del término del traslado de la demanda y se
tramitará como incidente, conforme al procedimiento establecido por los artículos 135 a 139 del
Código de Procedimiento Civil, salvo que el Instituto al reformar la demanda, subsane el defecto,
en cuyo caso el Tribunal mediante auto dará por terminado el incidente y ordenará proseguir el
proceso sin lugar a nuevo traslado.

No podrán ser alegadas como causal de nulidad las circunstancias de que tratan los numerales 1,
2, 6, 7 y 9 del artículo 97 del Código de Procedimiento Civil, si el demandado no hubiere
interpuesto contra el auto admisorio de la demanda recurso de reposición, en que hubiere alegado
la concurrencia de alguna de ellas. Tampoco podrán alegarse como causal de nulidad los hechos
que constituyen las excepciones previas a que se refieren los numerales 4 y 5 del artículo 97 del
mismo Código, si no hubiere sido propuesta en la oportunidad de que trata el inciso precedente.
En todo caso, el Tribunal antes de dictar sentencia deberá subsanar todos los vicios que advierta
en el respectivo proceso para precaver cualquier nulidad y evitar que el proceso concluya con
sentencia inhibitoria.

En caso de que prospere el recurso de reposición interpuesto por el demandado contra el auto



admisorio de la demanda, respecto a lo resuelto sobre las circunstancias de que tratan los
numerales 6, 7 y 9 del artículo 97 del Código de Procedimiento Civil, el Tribunal declarará
inadmisible la demanda y procederá como se indica en el inciso 2o del numeral 8 del presente
artículo, y si el Instituto subsana los defectos dentro del término previsto, la admitirá mediante
auto que no es susceptible de ningún recurso sin que haya lugar a nuevo traslado; en caso
contrario la rechazará.

6. Si el demandado se allanare a la expropiación dentro del término del traslado de la demanda,
el Tribunal dictará de plano sentencia, en la que decretará la expropiación del inmueble sin
condenar en costas al demandado.

7. La autoridad administrativa, por razones de apremio y urgencia tendientes a asegurar la
satisfacción y prevalencia del interés público o social, podrá solicitar al Tribunal que en el auto
admisorio de la demanda se ordene la entrega anticipada al Instituto del inmueble cuya
expropiación se demanda, si acreditare haber consignado a órdenes del respectivo Tribunal, en el
Banco Agrario, una suma equivalente al 30% del avalúo comercial en bonos agrarios practicado
en la etapa de negociación directa, y acompañar al escrito de la demanda los títulos de garantía
del pago del saldo del valor del bien, conforme al mismo avalúo.

Cuando se trate de un predio cuyo valor no exceda de quinientos (500) salarios mínimos
mensuales, el Instituto deberá acreditar la consignación a órdenes del Tribunal de una suma
equivalente al 100% del valor del bien, conforme al avalúo practicado en la etapa de negociación
directa.

Dentro del término del traslado de la demanda, el demandado podrá solicitar la fijación de los
plazos de que trata el inciso 2o del numeral 14 del presente artículo, a menos que el Instituto lo
haya hecho en la demanda.

8. Dentro del término del traslado de la demanda y mediante incidente que se tramitará en la
forma indicada por el Capítulo I del Título II del Libro Segundo del Código de Procedimiento
Civil, podrá el demandado oponerse a la expropiación e impugnar la legalidad, invocando contra
la resolución que la decretó la acción de nulidad establecida por el artículo 84 del Código
Contencioso Administrativo. El escrito que proponga el incidente deberá contener la expresión
de lo que se impugna, los hechos u omisiones que sirvan de fundamento a la impugnación, la
indicación de las normas violadas y la explicación clara y precisa del concepto de su violación.

Los vicios de forma del acto impugnado no serán alegables como causales de nulidad si no se
hubieren invocado en el recurso de reposición interpuesto contra la resolución de expropiación
en la vía gubernativa.

No será admisible y el Tribunal rechazará el plano, la impugnación o el control de legalidad, de
las razones de conveniencia y oportunidad de la expropiación.

9. En el incidente de impugnación el Tribunal rechazará in limine toda prueba que no tienda,
directa o inequívocamente, a demostrar la nulidad de la resolución que decretó la expropiación,
por violación de la legalidad objetiva.

El término probatorio será de diez (10) días, si hubiere pruebas que practicar que no hayan sido
aportadas con el escrito de impugnación; únicamente podrá ser prorrogado por diez (10) días más
para la práctica de pruebas decretadas de oficio.



Las pruebas que se practiquen mediante comisionado, tendrán prioridad sobre cualquier otra
diligencia. El juez comisionado que dilatare la práctica de una prueba en un juicio de
expropiación incurrirá en causal de mala conducta que será sancionada con la destitución.

10. Vencido el termino probatorio, se ordenará dar un traslado común por tres (3) días a las
partes para que formulen sus alegatos por escrito, al término del cual el proceso entrará al
despacho para sentencia.

Si no hubiere pruebas que practicar, el traslado para alegar será de tres (3) días, en cuyo caso el
magistrado sustanciador dispondrá de diez (10) días, contados a partir del vencimiento del
traslado para registrar el proyecto de sentencia.

11. El proyecto de sentencia que decida la impugnación deberá ser registrado dentro de los diez
(10) días siguientes al vencimiento del término de que dispongan las partes para alegar. Precluido
el término para registrar el proyecto sin que el Magistrado Sustanciador lo hubiere hecho, y sin
perjuicio de las sanciones disciplinarias a que hubiere lugar, el proceso pasará al magistrado
siguiente para que en el término de cinco (5) días registre el proyecto de sentencia.

12. Registrado el proyecto de sentencia, el Tribunal dispondrá de veinte (20) días para decidir
sobre la legalidad del acto impugnado y dictará sentencia.

En caso de que la impugnación sea decidida favorablemente al impugnante, el Tribunal dictará
sentencia en la que declarará la nulidad del acto administrativo expropiatorio, se abstendrá de
decidir sobre la expropiación y ordenará la devolución y desglose de todos los documentos del
Instituto para que dentro de los veinte (20) días siguientes, reinicie la actuación a partir de la
ocurrencia de los hechos o circunstancias que hubieren viciado la legalidad del acto
administrativo que decretó la expropiación, si ello fuere posible.

El Tribunal, al momento de resolver el incidente de impugnación, deberá decidir
simultáneamente sobre las excepciones previas de que tratan los numerales 4 y 5 del artículo 97
del Código de Procedimiento Civil, si hubieren sido propuestas. Precluida la oportunidad para
intentar los incidentes de excepción previa e impugnación sin que el demandado hubiere
propuesto alguno de ellos, o mediare su rechazo, o hubiere vencido el término para decidir, el
Tribunal dictará sentencia, y si ordena la expropiación, decretará el avalúo del predio y procederá
conforme a lo dispuesto por el artículo 454 del Código de Procedimiento Civil.

La sentencia que ordene la expropiación, una vez en firme producirá efectos “erga omnes” y el
Tribunal ordenará su protocolización en una notaría y su inscripción en el competente registro.
Constituirá causal de mala conducta del Magistrado Sustanciador, o de los magistrados del
Tribunal y del Consejo de Estado, según sea el caso, que será sancionada con la destitución, la
inobservancia de los términos preclusivos establecidos por la presente ley para surtir y decidir los
incidentes y para dictar sentencia, y para decidir la apelación que contra esta se interponga.

Para que puedan cumplirse los términos establecidos por la presente ley en los procesos de
expropiación y de extinción del dominio de tierras incultas, los procesos respectivos se
tramitarán con preferencia absoluta sobre cualquier otro proceso contencioso administrativo que
esté en conocimiento de los jueces o magistrados, de modo que no pueda argüirse por parte de
estos, para justificar la mora en proferir las providencias correspondientes, la congestión en sus
despachos judiciales.

13. Las providencias del proceso de expropiación son únicamente susceptibles del recurso de



reposición, con excepción de la sentencia, del auto que deniegue la apertura a prueba o la
práctica de alguna que haya sido pedida oportunamente y del auto que resuelva la liquidación de
condenas, que serán apelables ante el Consejo de Estado, sin perjuicio de la consulta de que trata
el artículo 184 del Código de lo Contencioso Administrativo.

La sentencia que deniegue la expropiación o se abstenga de decretarla es apelable en el efecto
suspensivo; la que la decrete, en el devolutivo.

El auto que resuelva la liquidación de condenas será apelable en el efecto diferido pero el
recurrente no podrá pedir que se le conceda en el efecto devolutivo. El que deniegue la apertura a
prueba de la práctica de alguna que haya sido pedida oportunamente será apelable en el efecto
devolutivo.

Contra la sentencia que decida el proceso de expropiación, no procederá el recurso extraordinario
de revisión.

14. En la sentencia que resuelva el incidente de impugnación desfavorablemente a las
pretensiones del impugnante, invocadas contra la legalidad del acto administrativo expropiatorio,
se ordenará la entrega anticipada del inmueble al Instituto cuando el Instituto lo haya solicitado y
acredite haber consignado a órdenes del respectivo Tribunal, en el Banco Agrario, una suma
igual al último avalúo catastral del inmueble más un 50% o haya constituido póliza de compañía
de seguros por el mismo valor, para garantizar el pago de la indemnización. No serán admisibles
oposiciones a la entrega anticipada del inmueble por parte del demandado. Las oposiciones de
terceros se regirán por lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 456 del Código de Procedimiento
Civil.

El Tribunal podrá, a solicitud del Instituto o del demandado, o de tenedores o poseedores que
sumariamente acreditaren su derecho al momento de la diligencia de entrega material del bien,
fijar a estos últimos, por una sola vez, plazos para la recolección de las cosechas pendientes y el
traslado de maquinarias, bienes muebles y semovientes que se hallaren en el fundo, sin perjuicio
de que la diligencia de entrega anticipada se realice.

15. Los peritos que intervengan en el proceso de expropiación serán dos (2), designados dentro
de la lista de expertos avaluadores de propiedad inmobiliaria, elaborada por el respectivo
Tribunal, cuyos integrantes hayan acreditado, para su inscripción en la lista de auxiliares de la
justicia, tener titulo profesional de ingeniero civil, catastral, agrólogo o geodesta y contar cuando
menos con cinco (5) años de experiencia en la realización de avalúos de bienes inmuebles
rurales.

Los peritos estimarán el valor de la cosa expropiada, con especificación discriminada del valor
de la tierra y de las mejoras introducidas en el predio, y separadamente determinarán la parte de
la indemnización que corresponda a favor de los distintos interesados, de manera que con cargo
al valor del bien expropiado, sean indemnizados en la proporción que les corresponda los
titulares de derechos reales, tenedores y poseedores a quienes conforme a la ley les asista el
derecho a una compensación remuneratoria por razón de la expropiación.

En lo no previsto se aplicarán para el avalúo y la entrega de los bienes las reglas del artículo 456
del Código de Procedimiento Civil.

16. Para determinar el monto de la indemnización el Tribunal tendrá en cuenta el valor de los
bienes expropiados como equivalente a la compensación remuneratoria del demandado por todo



concepto.

17. Si el Tribunal negare la expropiación, o el Consejo de Estado revocare la sentencia que la
decretó, se ordenará poner de nuevo al demandado en posesión o tenencia de los bienes, si esto
fuere posible, cuando se hubiere efectuado entrega anticipada de los mismos, y condenará al
Instituto a pagar todos los perjuicios causados, incluido el valor de las obras necesarias para
restituir las cosas al estado que tenían en el momento de la entrega, descontando el valor de las
mejoras necesarias introducidas con posterioridad.

En caso de que la restitución de los bienes no fuere posible, el Tribunal declarará al Instituto
incurso en “vía de hecho” y lo condenará in genere a la reparación de todos los perjuicios
causados al demandado, incluidos el daño emergente y el lucro cesante, calculados desde la fecha
en que se hubiere efectuado la entrega anticipada del bien, ordenará entregar al demandado la
caución y los títulos de garantía que el Instituto hubiere presentado para pedir la medida de
entrega anticipada. La liquidación de los perjuicios de que trata el presente numeral se llevará a
cabo ante el mismo Tribunal que conoció del proceso, conforme al procedimiento previsto por el
Capítulo II del Título XIV del Libro II del Código de Procedimiento Civil, y se pagarán según lo
establecido por los artículos 170 a 179 del Código Contencioso Administrativo.

Los beneficiarios de reforma agraria que hayan recibido tierras entregadas por la autoridad
administrativa expropiante, cuya tradición a favor del Instituto no pudiere perfeccionarse, se
tendrán como poseedores de buena fe sobre las parcelas que hayan recibido y podrán adquirir el
dominio de las mismas, sin consideración a su extensión superficiaria, acogiéndose a los
procedimientos previstos en el Decreto 508 de 1974, tras haber ejercido la posesión durante
cinco (5) años en los términos y condiciones previstos por el artículo 136 de la presente ley.

18. En los aspectos no contemplados en la presente ley, el trámite del proceso de expropiación se
adelantará conforme a lo dispuesto por el Título XXIV del Libro III y demás normas del Código
de Procedimiento Civil; en lo no previsto en dichas disposiciones se aplicarán las normas del
Código Contencioso Administrativo, en cuanto fueren compatibles con el procedimiento
aplicable.

TITULO VIII.

DEL MINISTERIO PUBLICO AGRARIO.
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